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Ley de los derechos y las
oportunidades de la infancia y
adolescencia en Cataluña
Como profesional dedicada desde hace muchos años a la educación social en
ámbitos de infancia y adolescencia, esta ley  no significa o  representa  para mí
una normativa más, sino el final de un proceso alargamiento trabajado,
reivindicado y esperado.
Un proceso de años, que nació en la reivindicación social y  profesional  de
unificar y cohesionar la normativa de infancia y adolescencia ampliamente
diversificada y parcial, y al que se fue añadiendo de forma progresiva y decidida
la reflexión necesaria sobre las políticas públicas de infancia y adolescencia y
la necesidad de promover cambios sustanciales a su definición y organización.
Una vez más, la mirada en perspectiva, nos permite visualizar y analizar con más
objetividad los procesos de cambio. Y, respecto a la reciente estrenada ley de
infancia, creo que existe un buen puñado de aspectos  positivos y remarcables.
Si tuviese que hacer una síntesis cualitativa, comenzaría por subrayar la
importancia del cambio de paradigma recogido a la ley de los derechos y
oportunidades, y que según  mi apreciación, se podría  plasmar  en torno a  tres
grandes bloques de contenidos:
• Su carácter universal  (una ley para todos los niños y adolescentes de
Cataluña, y no sólo para los niños/as sujetos de atención o  protección,
como era antes)
• El reconocimiento de la ciudadanía  para los niños y niñas, al considerarlos
sujetos de derecho del presente y, por consiguiente, con derechos políticos
además de los llamados derechos  sociales.
• El esfuerzo en poner al niño o adolescente y sus necesidades en el centro
de las políticas públicas de Cataluña.
Ha sido reflexión compartida en los últimos cuatro años: les repercusiones en
la organización de las políticas de infancia y en la percepción social de las
mismas que se han derivado de la exclusividad y centralidad  en la protección
a la infancia en riesgo  que  marcaba toda la legislación  de infancia en nuestro
país. Como consecuencia, existe una total coincidencia en que se estaban
dejando de lado las orientaciones que la propia Convención de los Derechos
de 1989 marca como ejes obligatorios y transversales de las políticas de infancia
en el necesario equilibrio de las cuatro P (prevención, protección, promoción
y participación) .
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Retos que visualizo en su aplicación
Tomando de nuevo mi trayectoria profesional como proceso, y con los cambios
legislativos en la mano, visualizo un momento creativo e ilusionante que
podrían titular “los necesarios cambios que deben generar las nuevas
concepciones”:
Respecto a la Prevención:
Tenemos que pasar de un concepto de prevención secundaria (prevenir males
mayores a partir de análisis y/o personas de riesgo) a un concepto de
prevención vinculado a TODA la infancia y, por consiguiente, tomando como
base la igualdad de oportunidades, la dignidad y la cualidad de vida.
Respecto a la Protección:
Tenemos que redefinir la red incluyendo un buen proceso de prevención
primaria, secundaria y de detección. Hay que valorar el cumplimiento de los
derechos de la Convención en todo el proceso y vincularlo al concepto de
territorialidad. (Creo que  la separación del riesgo y del desamparo  promovido
y planteado por la nueva ley nos ofrece una buena oportunidad).
Respecto a la Promoción:
Debemos interiorizar la promoción de los niños y adolescentes como  colectivo,
como grupo de derechos y obligaciones. Empoderarlos, poniendo el énfasis en
la educación de la responsabilidad y la implicación activa en los procesos.
(pasar del concepto de propiedad individual de los adultos, a que sean
propietarios de su identidad).
Respecto a la  Participación:
Tenemos que posibilitar la participación no únicamente como metodología
didáctica, sino como derecho político y espacio real de gestión. En este sentido,
y a nivel de criterio, debe ser una participación que sea universal, representativa,
no manipulada y vinculante (pasar del concepto de niño como objeto de
protección a sujeto de derechos, también los políticos).
Y como premisa de todas las nuevas actuaciones sitúo, como elemento
prioritario: el necesario cambio de mirada adulta.
Si bien es cierto que el siglo XX se define como el siglo de los niños (nacimiento
del reconocimiento social y político, con la Declaración y la Convención de los
derechos de los niños) también es cierto que los niños y niñas han sido, y siguen
siendo, considerados como unos menores  que no saben lo que quieren, y que
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necesitan que los lleven donde el adulto piensa que tienen que ir  “por su propio
interés”.
Creo que estamos todavía lejos de un real reconocimiento social y político de
este nuevo concepto de infancia  como sujeto de derechos sociales, civiles y
políticos. Y  quizás asumir esa realidad podría ser un buen punto de partida.
Igualmente, pasar del concepto “interés superior del niño/a” de eslogan a
principio rector de las nuevas políticas de infancia no nos resultará nada fácil.
Significa hacer transversalidad, trabajos interdepartamentales e
interprofesionales. Y quizás no tenemos  ni  suficiente cultura ni, a veces,
demasiadas ganas.
Pese a todo, felicitémonos por los avances planteados en la nueva legislación.
Pero sin olvidar que el reconocimiento legislativo y jurídico de la infancia, no
significa que la ley sea el único espacio  coexistente  de los derechos que
representa. La voluntad política y el ejercicio de la responsabilidad adulta hacia
la infancia y adolescencia a la que no deberíamos renunciar, tiene que visualizarse
también en el trato cotidiano, en la interacción de los niños y adolescentes con
los adultos y las instituciones, en el día a día y,  por consiguiente, en la realidad
palpable.
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